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OPINIÓN N.° 086-2005/GTN

Entidad: 
Fondo Nacional de Compensación y Desarrollo Social - FONCODES 
Asunto: 
Notificación por correo electrónico, exoneraciones, prórrogas, estandarización y contratos entre Entidades del Estado 
Referencia:
Oficios N.º 904-2005-FONCODES/GG y N.º 913-2005-FONCODES/GG
_______









1. ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, el Gerente General (e) del Fondo Nacional de Compensación y Desarrollo Social - FONCODES, en adelante la Entidad, realiza varias consultas en el marco de la vigencia del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
, en adelante la Ley, y su Reglamento
, en adelante el Reglamento.  

2. CONSULTA

La Entidad consulta lo siguiente:

2.1 ¿Para que surta efectos la notificación mediante correo electrónico es necesario se efectúe la notificación en forma personal dentro del tercer día de remitido dicho correo, ello considerando lo establecido en el artículo 123º de la Ley N.º 27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General en concordancia con lo preceptuado en la Sexta Disposición Complementaria del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM?
2.2
¿Es procedente las prórrogas, los adicionales y las contrataciones complementarias en los contratos derivados de exoneraciones de procesos de selección (situación de desabastecimiento inminente, servicios personalísimos, etc.)? 
2.3
Conforme a lo señalado expresamente en el inciso 5) del artículo 205º del Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM, se entiende que las Entidades del Estado se encontrarían facultadas para efectuar prórrogas a los contratos de locación de servicios con personas naturales y a los contratos de consultoría, siempre que estas prórrogas no sean mayores al plazo contractual original y que la sumatoria de las mismas no supere un año. Entonces, en el supuesto que el contrato original tenga plazo mayor a un año ¿Éste sólo podrá ser prorrogado hasta por un año?, y en el supuesto que dicho plazo sea menor a un año ¿La sumatoria de las prórrogas deberá dar como resultado hasta un año?
2.4
Si bien el oficio N.º 320-2005 (SG) (12-may-05) señala que las Entidades pueden convocar a procesos de selección bajo el concepto de estandarización, aún cuando no hubiere sido emitida la Directiva prevista en el artículo 30º del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM, siempre que se cuente con el informe técnico respectivo de la Entidad que sustente su necesidad, se requiere que para futuros casos se cuente también con la opinión de la Gerencia Técnico Normativa – GTN, por ser el órgano encargado de absolver consultas respecto de la aplicación de la normativa sobre contrataciones y adquisiciones del Estado.
2.5
De acuerdo a lo señalado en el inciso 11.4 del artículo 11º de la Ley N.º 28427: Ley de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2005, las Entidades del Sector Público pueden contratar entre ellas mismas, a través de convenios marco de cooperación institucional u otro tipo de convenios y contratos, con sujeción a los artículos 105º y 106º del Reglamento antes mencionado, haciendo referencia a los Decretos Supremos N.º 012 y 013-2001-PCM que aprobaron el TUO de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado y su Reglamento, derogados desde el día 29.12.2004, cuando entraron en vigencia los Decretos Supremos Nº 083 y 084-2004-PCM que aprobaron el nuevo TUO de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado y su Reglamento. En tal sentido, la contratación establecida en el numeral 11.4 no podría llevarse a cabo en aplicación del artículo 105º que hacía referencia al procedimiento para los Procesos de Selección Exonerados, ni del artículo 106º que se refería al supuesto de Exoneración entre Entidades del Estado del Reglamento derogado. Consecuentemente, ¿la contratación referida en el citado numeral 11.4, podría efectuarse considerando los artículos equivalentes en el nuevo Reglamento, correspondientes al artículo 139º referente a la Contratación entre Entidades y artículo 148º referente al Procedimiento de Exoneración?     

3. ANÁLISIS

Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, debemos precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° de la Ley y el procedimiento 7 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE
, las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.

Sobre las notificaciones por correo electrónico
3.1
En principio, cabe señalar que de acuerdo con lo establecido en el artículo II del Título Preliminar de la Ley del Procedimiento Administrativo General, Ley N.º 27444, los procedimientos especiales creados y regulados como tales por ley expresa, atendiendo a la singularidad de la materia, se rigen supletoriamente por la referida ley en aquellos aspectos no previstos y en los que no son tratados expresamente de modo distinto.
Ahora bien, las normas de contrataciones y adquisiciones del Estado conforman un régimen normativo de carácter especial, por lo que, en aplicación de la Ley N.º 27444 y en concordancia con lo establecido en el artículo 1.º de la Ley, aquéllas son de aplicación preferente por sobre las disposiciones generales de procedimientos administrativos, las cuales sólo resultarían de aplicación en caso de vacío o deficiencia de la Ley.
Por su parte, el artículo 87º del Reglamento regula de forma expresa el régimen de notificaciones que resulta de aplicación cuando las Entidades del Estado deban llevar a cabo los procesos de selección regulados por la Ley. De conformidad con el mencionado dispositivo, todos los actos realizados dentro de los procesos de selección se entienden notificados a partir del día siguiente de su publicación en el Sistema Electrónico de Adquisiciones y Contrataciones del Estado (SEACE).
En ese sentido, en el ámbito de las contrataciones y adquisiciones reguladas por la Ley, las notificaciones de los actos que deben cumplir las Entidades se realizan a través del SEACE. Así por ejemplo, el pliego de absolución de consultas, el pliego de absolución de observaciones, la integración de las Bases, la evaluación y calificación de las propuestas, el otorgamiento de la buena pro, el consentimiento de ésta última, entre otros actos, se entenderán notificados cuando sean comunicados a través del SEACE. Por esta razón, cualquier medio de comunicación adicional a la notificación vía el SEACE adquiere el carácter facultativo para la Entidad u opcional para los participantes en el proceso.
Sobre este último punto, cabe precisar que el segundo párrafo del artículo 87º del Reglamento permite que, a solicitud del participante, se le notifique de los actos del proceso, personalmente en la sede de la Entidad o a la dirección de correo electrónico que consigne al momento de registrarse como participante, hecho que no perjudicaría en forma alguna que la Entidad deba comunicar de las incidencias del proceso a través del SEACE por ser este el medio de carácter obligatorio para efectos de las notificaciones.
En conclusión, para que surtan efectos las notificaciones de las Entidades en el marco de un proceso de selección aquellas deberán realizarse a través del SEACE, en los términos establecidos en el artículo 87º del Reglamento, sin perjuicio que los postores puedan solicitar que se les comunique de forma adicional a través del correo electrónico o de forma personal en el local de la Entidad.
En caso que la persona natural o jurídica solicite la notificación adicional por correo electrónico, al momento de registrarse deberá consignar una dirección de correo electrónico y mantenerla activa, de conformidad con lo establecido en el artículo 108º del Reglamento. No obstante, dicha modalidad de notificación no perjudicará la obligación de la Entidad de notificar los actos a través del SEACE, en cuyo caso los plazos establecidos para las respuestas y/o actuaciones de los participantes o postores regirán a partir del día siguiente de habérseles notificado por este medio —la notificación se produce al día siguiente de su publicación en el SEACE—, mas no a partir de la comunicación por correo electrónico.
Sobre la viabilidad de aprobar prórrogas, adicionales y complementarios en los contratos derivados de exoneraciones
3.2
En el marco de las normas de contrataciones y adquisiciones del Estado, la realización de un proceso de selección tiene por finalidad garantizar que las Entidades del Estado obtengan los bienes, servicios y obras necesarias para la atención de sus funciones esenciales, en la calidad requerida, a precios y costos adecuados y en el tiempo oportuno.
Para asegurar el cumplimiento de dicha finalidad, el sistema de contratación gubernamental se basa en el principio de libre competencia. La aplicación de este principio se pone de manifiesto con la inclusión de mecanismos que fomenten “la más amplia, objetiva e imparcial concurrencia, pluralidad y participación de postores potenciales”
. Estos mecanismos permiten que la Entidad tenga la posibilidad de elegir entre varias opciones presentadas por distintos proveedores. Esa intención puede notarse, por ejemplo, en las disposiciones referidas a la convocatoria del proceso de selección
, mecanismo que permite que el proceso de selección sea conocido por un conjunto de potenciales proveedores, así como las disposiciones referidas a la pluralidad de ofertas.
Sin embargo, existen supuestos en los cuales la realización de un proceso de selección no cumple función alguna, toda vez que, por razones coyunturales, económicas o de mercado, la Entidad sólo puede o debe satisfacer sus requerimientos a través de una propuesta que, a su vez, será ofrecida por un proveedor único. Dichos casos se encuentran normados en el artículo 19° de la Ley y constituyen supuestos de exoneración del proceso de selección
.
Ahora bien, cuando se configura una causal de exoneración, las Entidades del Estado se encuentran habilitadas para eximirse de llevar a cabo el proceso de selección que hubiera correspondido convocar en términos normales, esto es, de realizar la segunda fase del procedimiento de contratación
, excluyéndose la posibilidad que la Entidad obvie la realización de los actos previos y preparatorios al desarrollo del proceso, y la aplicación de las reglas generales de ejecución contractual que deben observarse en todo contrato celebrado por el Estado.
Al respecto, de acuerdo con lo señalado en el artículo 148º del Reglamento, de configurarse un supuesto de exoneración, la Entidad debe efectuar las adquisiciones o contrataciones en forma directa —sin observar las etapas habituales de los procesos de selección—, mediante acciones inmediatas, requiriéndose invitar a un solo proveedor, cuya propuesta cumpla con las características y condiciones establecidas en las Bases. Tal como se precisa en el segundo párrafo del citado dispositivo, la exoneración se circunscribe a la omisión del proceso de selección, por lo que “los contratos que se celebren como consecuencia de aquella deberán cumplir con los respectivos requisitos, condiciones, formalidades, exigencias y garantías que se aplicarían de haberse llevado a cabo el proceso de selección correspondiente”.
De lo señalado anteriormente, se concluye que la celebración de un contrato derivado de una causal de exoneración importa el cumplimiento de las Entidades de los mismos requisitos y formalidades establecidas en las disposiciones de contrataciones del Estado para el caso que dicho contrato se hubiera derivado de un proceso de selección regular, pues como mencionamos, la exoneración únicamente exime de realizar el proceso de selección (en sentido estricto) y no de observar las reglas establecidas para la celebración y ejecución del contrato
.
Por ello, en estos contratos también serán de aplicación las instituciones y figuras jurídicas reguladas para la ejecución de cualquier contrato del Estado, claro está, dichas figuras e instituciones deberán ser compatibles en su aplicación a la naturaleza particular de cada exoneración. Así, al momento de evaluar la aplicación de dichas figuras éstas deben resultar de aplicación al objeto del contrato específico
, o deben utilizarse siempre que se mantengan las condiciones originales que motivaron la exoneración del proceso de selección y, en general, la aplicación de dichas figuras jurídicas no deben importar la desnaturalización de la exoneración. 
Así, por ejemplo, en un contrato derivado de una exoneración por servicios personalísimos o de bienes y servicios que no admiten sustitutos, sería viable que la Entidad ordene la ejecución de prestaciones adicionales, celebre contrataciones complementarias, apruebe la ampliación del plazo contractual, o celebre prórrogas.
No obstante, en el caso de un servicio personalísimo, no podrían celebrarse prórrogas si los contratos no se encontraran referidos a alguno de los supuestos previstos en el artículo 205º del Reglamento, o de estar comprendidos en dichos supuestos, si no se mantuvieran las cualidades inherentes y especiales que, en su momento, consideró la Entidad para catalogar al prestador como único capaz de brindar el servicio en la forma requerida por ella. 
Asimismo, en el caso de contratos derivados de una exoneración por bienes y servicios que no admiten sustitutos, no podría celebrarse una contratación complementaria si no se cumplieran con las condiciones establecidas en el artículo 236º del Reglamento y, en todo cado, si la condición de proveedor único ya no fuera tal al momento de querer celebrarse la contratación, puesto que existiría mayor oferta competitiva en el mercado nacional que ameritaría la realización de un proceso de selección.
Por el contrario, en los contratos derivados de una exoneración por situación de desabastecimiento inminente o de  emergencia, dada la naturaleza estrictamente temporal de los supuestos, no podría resultar de aplicación la figura de la ampliación del plazo contractual, la ejecución de prestaciones adicionales o la celebración de contrataciones complementarias, en cuanto lo contrario implicaría desnaturalizar el supuesto de la exoneración.
En consecuencia, habrá que considerar las condiciones particulares de cada contrato derivado de una exoneración a efectos de evaluar la pertinencia o no de utilizar los mecanismos o figuras previstas en la Ley y Reglamento, reparando en que la aplicación de dichas figuras involucrará la extensión del plazo original y la mayor erogación de fondos públicos para el Estado.
Finalmente, debe recordarse que en ejercicio de las atribuciones conferidas por el artículo 59º de la Ley, corresponde a este Consejo Superior, como órgano especializado en la interpretación, aplicación y supervisión del cumplimiento de la normativa sobre contrataciones y adquisiciones del Estado, absolver las consultas que sobre las materias de su competencia le formulen los operadores del sistema de contratación pública —Entidades, proveedores, contratistas y público en general—, no correspondiéndole pronunciarse sobre comunicados o pronunciamientos de otras Entidades del Estado que escapan al ámbito de supervisión del Consejo.
Sobre las prórrogas en los contratos regulados por el numeral 5 del artículo 205º del Reglamento

3.3
Según lo establecido en el numeral 5) del artículo 205º del Reglamento, los contratos de locación de servicios con personas naturales y los contratos de consultoría distintas a los de obra podrá ser prorrogados por uno o más períodos menores o iguales, hasta por un máximo de un (1) año, siempre que se cumplan con las siguientes condiciones: a) que los honorarios sean los mismos o se encuentren sujetos a reajuste en base al Índice de Precios al Por Mayor a Nivel Nacional, publicado por el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI); b) que contengan una cláusula de resolución unilateral a favor de la Entidad sin pago de indemnización por ningún concepto.
Como quiera que la citada disposición alude al plazo máximo en que puede prorrogarse —de forma sucesiva o por única vez— un contrato de locación de servicios o de consultoría distinta a la de obra y no al plazo efectivo de los mencionados contratos, independientemente de la extensión de estos últimos, deberá considerarse que la prórroga en su conjunto no deberá ser mayor a un (1) año.
En ese sentido, ya sea que se trate de un contrato de locación de servicios o de consultoría distinta a la de obra celebrado por un plazo mayor a un año o menor a dicho plazo, las prórrogas que podrán celebrarse no podrán extenderse —en su conjunto— hasta por un máximo de un (1) año. 
Así, por ejemplo, un contrato de locación de servicios celebrado por un plazo de tres (3) meses, puede ser objeto de una o varias prórrogas por plazos menores —es decir, un (1) mes o dos (2) meses— o iguales — tres (3) meses—, debiendo tenerse en cuenta que la sumatoria de los plazos de dichas prórrogas no podrá exceder de un (1) año
. De otro lado, podría celebrarse un contrato de consultoría distinta a la de obra por un plazo de año y medio, no obstante que la prórroga sólo podría pactarse por un plazo máximo de un año o por plazos menores los cuales sumados no excedan de un (1) año. En este último caso, no sería de aplicación la prórroga por un periodo igual al contratado.  

Sobre el Proceso de Estandarización de los bienes y servicios de la Entidad
3.4
Conforme con lo establecido en el artículo 30º del Reglamento, para la descripción de los bienes y servicios a adquirir o contratar mediante procesos de selección, las Entidades del Estado no deberán hacer referencia en las Bases a marcas o nombres comerciales, patentes, diseños o tipos particulares, fabricantes determinados, ni hacer descripción alguna que oriente la adquisición o contratación de marca, fabricante o tipo de producto específico. 
Tal regulación se sustenta en un principio general en el ámbito de las contrataciones y adquisiciones del Estado como es el de libre competencia, en virtud del cual en los procedimientos de adquisiciones y contrataciones deben incluirse regulaciones o tratamientos que fomenten la más amplia y objetiva e imparcial concurrencia, pluralidad y participación de postores potenciales, principio que no se cumpliría en caso que, potencialmente, las Bases se encuentren direccionadas a la participación o selección de algún proveedor en particular. 
Ahora bien, dicha regla general encuentra su excepción cuando las normas de contratación pública permiten que las Entidades soliciten una marca o tipo de producto determinado en el marco de un proceso de estandarización debidamente sustentado. 
Para tal efecto, el citado artículo 30º del Reglamento establece que sólo será posible solicitar marca o tipo de producto determinado cuando ello responda a un proceso de estandarización sustentado de acuerdo con los lineamientos establecidos mediante Directiva de CONSUCODE, bajo responsabilidad del titular o máxima autoridad administrativa de la Entidad, según corresponda.
En ese sentido, estando actualmente en etapa de elaboración la mencionada Directiva por este Consejo Superior, por lo que aún no se habrían determinado los lineamientos de obligatorio cumplimiento para las Entidades del Estado en sus procesos de estandarización, surge la cuestión relativa a sí éstas podrían o no estandarizar la adquisición de determinados bienes y servicios. 
Al respecto, cabe precisar que es opinión de este Consejo Superior manifestada en reiteradas oportunidades que, en la actualidad, la falta de Directiva que regule los procesos de estandarización de bienes y servicios, no puede constituir un óbice para que las Entidades del Estado vean perjudicada la satisfacción de sus necesidades de bienes y servicios, cuando estas correspondan a la adquisición o contratación de determinada marca o tipo de producto.
En consecuencia, aún cuando no se haya dictado la mencionada Directiva, la Entidad podrá estandarizar la adquisición o contratación de determinado bien o servicio, para lo cual debe sustentar la necesidad de su adquisición o contratación en dichas condiciones.
No obstante ello, a efectos que las Entidades puedan estandarizar determinados requerimientos de bienes y servicios deben tener presente que dicha posibilidad constituye una restricción al principio de libre competencia antes mencionado, por lo que debe entenderse como un supuesto de aplicación excepcional, que debe ser interpretado cuidadosamente, sin recurrir a interpretaciones extensivas o discrecionales, teniendo en cuenta únicamente fundamentos de orden estrictamente técnicos y objetivos.
Además, debe tenerse presente que el inciso 19 del artículo 2º del Reglamento define la estandarización como “el proceso de racionalización consistente en ajustar a un determinado tipo o modelo los bienes o servicios a adquirir o contratar, en atención a los equipamientos preexistentes”, por lo que constituye un presupuesto para la utilización del citado mecanismo que la Entidad posea determinada infraestructura, cuya funcionalidad u operatividad sólo puede ser efectiva en tanto sea posible la implementación de bienes o servicios de determinada marca o nombre comercial.  
En esa medida, el requerimiento técnico de la Entidad referido a marcas y modelos, sólo encontraría sustento en el hecho de que los bienes requeridos tengan el carácter de accesorios o complementarios a los bienes o infraestructura preexistente, y que en el informe técnico y/o resolución respectiva haya quedado establecido que la operatividad y funcionalidad de éstos responde únicamente a los citados bienes en las marcas y modelos requeridos.


Cabe precisar que para cada caso particular de adquisiciones o contrataciones estandarizadas que se presenten en el futuro, la Entidad no requerirá de un pronunciamiento previo u opinión formal de este Consejo Superior, debiendo únicamente reparar en los lineamientos establecidos en la presente Opinión. Sin perjuicio de ello, atendiendo a las atribuciones conferidas por la Ley, CONSUCODE podrá pronunciarse sobre el cumplimiento de la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado en los procesos de estandarización que lleven a cabo las Entidades del Estado, con motivo de conocer las observaciones a las Bases no acogidas por la Entidad a través de una acción de supervisión.

Sobre las contrataciones entre Entidades del Estado y la Ley de Presupuesto para el ejercicio 2005 
3.5
De acuerdo con lo establecido en el artículo 11.4 de la Ley N.º 28427, Ley de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2005, “las Entidades del Sector Público pueden contratar entre ellas mismas, a través de convenios marco de cooperación institucional u otro tipo de convenios y contratos, la elaboración, supervisión y evaluación de proyectos, así como la prestación de cualquier servicio compatible con su finalidad, sin el requisito de Concurso Público o Adjudicación Directa, siempre que la Entidad a ser contratada no desarrolle actividad empresarial habitual, salvo que esté autorizada por ley conforme al artículo 60º de la Constitución. En estos supuestos se realiza mediante proceso de adjudicación de menor cuantía, con sujeción, en todos los casos, a los artículos 105º y 106º del Reglamento antes mencionado” (el subrayado es nuestro)
Conforme puede apreciarse, el citado dispositivo reconoce una prerrogativa a favor de las Entidades del Estado de contratar entre ellas sin mediar proceso de selección, cumpliendo para ello con los requisitos y condiciones establecidas en los artículos 105º y 106º del derogado reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado —aprobado por Decreto Supremo Nº 013-2001-PCM y derogado el 29 de diciembre de 2004 con la entrada en vigencia del Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM, actual Reglamento de la Ley—, referidos a las contrataciones exoneradas de realizar proceso de selección entre Entidades del Estado.
Ahora bien, teniendo en cuenta que los dispositivos del derogado reglamento hoy en día no se encuentran vigentes surge la duda de si sería o no de aplicación lo dispuesto en el artículo 11.4 de la Ley N.º 28427.
Al respecto, cabe precisar que, aún cuando en la actualidad las disposiciones del  Decreto Supremo Nº 013-2001-PCM se encuentran derogadas, en la fecha en que fuera publicada la Ley N.º 28427 —21 de diciembre de 2004— aun se encontraban vigentes, por lo que la referencia anotada en el artículo 11.4 era correcta, a pesar que la mencionada ley debía entrar en vigencia con fecha posterior —01 de enero de 2005.
En este sentido, tomando en consideración la intención manifiesta del legislador nacional de remitir la aplicación del artículo 11.4 de la Ley N.º 28427 a lo establecido en las normas vigentes de contrataciones y adquisiciones del Estado, a efectos de hacer operativa la aplicación de este último dispositivo, la mención hecha a los “artículos 105º y 106º del Reglamento” debe entenderse referida a los artículos 139º y 148º del Reglamento vigente, por ser estos últimos los dispositivos equivalentes a las normas mencionadas.
Sin perjuicio de lo señalado, debe mencionarse que la prerrogativa de contratar sin el requisito de concurso público y adjudicación directa se genera cuando las Entidades pretendan celebrar “contratos” en el marco de la Ley y su Reglamento, y no para la celebración de “convenios”
, en tanto que para la celebración de estos últimos las Entidades no se encuentran obligadas a llevar a cabo procesos de selección, de conformidad con lo establecido en la Cuarta Disposición Complementaria del Reglamento.   
4. CONCLUSIONES
4.1
Las normas de contrataciones y adquisiciones del Estado conforman un régimen normativo de carácter especial por lo que son de aplicación preferente por sobre las disposiciones generales de procedimientos administrativos, las cuales sólo resultarían de aplicación en caso de vacío o deficiencia de la Ley.
4.2
De conformidad con lo establecido en el artículo 87º del Reglamento, las notificaciones de los actos en el marco de un proceso de selección se realizan a través del SEACE, siendo cualquier medio de comunicación adicional a esta vía de carácter facultativo para la Entidad u opcional para los participante del proceso.
4.3
La notificación por correo electrónico, a solicitud del participante, no perjudica la obligación de la Entidad de notificar a través del SEACE, por ser este medio de carácter obligatorio, en cuyo caso los plazos establecidos para las actuaciones de los participantes o postores regirán a partir del día siguiente de habérseles notificado a través del SEACE —la notificación se producirá al día siguiente de su publicación— y no a partir de la comunicación por correo electrónico.
4.4
Ante la configuración de una causal de exoneración, las Entidades del Estado se encuentran habilitadas para eximirse de llevar a cabo el proceso de selección que hubiera correspondido convocar en términos normales, esto es, de realizar la segunda fase del procedimiento de contratación, excluyéndose la posibilidad de obviar la realización de los actos previos y preparatorios al desarrollo del proceso, y la de aplicar las reglas generales de ejecución contractual que deben observarse en todo contrato celebrado por el Estado.
4.5
La celebración de un contrato derivado de una causal de exoneración importa el cumplimiento de las Entidades de los mismos requisitos y formalidades establecidas en las disposiciones de contrataciones del Estado para el caso que dicho contrato se hubiera derivado de un proceso de selección regular, ya que la exoneración exime de realizar el proceso de selección y no de observar las reglas establecidas para la ejecución del contrato. Por ello, en estos contratos serán de aplicación también todas las instituciones y figuras jurídicas reguladas para la ejecución de los contratos del Estado, claro está, dichas figuras e instituciones deberán ser compatibles en su aplicación a la naturaleza particular de cada exoneración. 
4.6
Como quiera que el numeral 5) del artículo 205º del Reglamento alude al plazo máximo en que puede prorrogarse —de forma sucesiva o por única vez— un contrato de locación de servicios o de consultoría distinta a la de obra y no al plazo efectivo de los mencionados contratos, independientemente de la extensión de estos últimos, deberá considerarse que la prórroga en su conjunto no deberá ser mayor a un (1) año. En ese sentido, ya sea que se trate de un contrato de locación de servicios o de consultoría distinta a la de obra celebrado por un plazo mayor a un año o menor a dicho plazo, las prórrogas que podrán celebrarse no podrán extenderse —en su conjunto— hasta por un máximo de un (1) año. 
4.7
Es opinión de este Consejo Superior manifestada en reiteradas oportunidades que la falta de Directiva que regule los procesos de estandarización de bienes y servicios no puede constituir un óbice para que las Entidades del Estado vean perjudicada la satisfacción de sus necesidades de bienes y servicios, cuando éstas correspondan a la adquisición o contratación de determinada marca o tipo de producto. En consecuencia, aún cuando no se haya dictado la mencionada Directiva, la Entidad podrá estandarizar la adquisición o contratación de determinado bien o servicio, para lo cual debe sustentar la necesidad de su adquisición o contratación en dichas condiciones.
4.8
Tomando en consideración la intención manifiesta del legislador nacional de remitir la aplicación del artículo 11.4 de la Ley N.º 28427 a lo establecido en las normas vigentes de contrataciones y adquisiciones del Estado, a efectos de hacer operativa su aplicación, la mención hecha a los “artículos 105º y 106º del Reglamento” debe entenderse referida a los artículos 139º y 148º del Reglamento vigente, por ser estos últimos los dispositivos equivalentes a las normas mencionadas.
Jesús María,  08 de agosto de 2005.
VVS/.
� 	Aprobado por Decreto Supremo N.º  083-2004-PCM.





� 	Aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM.


� 	Aprobado mediante Decreto Supremo N.º 127-2002-PCM.





� 	Artículo 3°, numeral 2 del Reglamento.





�   	Artículos 50°, 76°, 85° y 93° del Reglamento.





� 	Mención aparte merece el supuesto de los bienes que se adquieren con carácter de secreto militar u orden interno. En estos casos, la exoneración se ve justificada en la medida que no resulta pertinente la realización de la publicidad correspondiente debido, precisamente, al carácter reservado de la compra y no porque exista un proveedor único. En efecto, el Decreto Supremo N.° 052-2001-PCM regula el procedimiento a realizarse en estos supuestos, donde se señala la presencia de cuando menos tres (3) postores.





� 	En el desarrollo de todo procedimiento de contratación podemos distinguir tres fases bien definidas:





Fase de programación y actos preparatorios, dentro de la cual se produce la determinación de los bienes a adquirir y los servicios u obras a contratar, la elaboración y aprobación del Plan Anual de Adquisiciones y Contrataciones debidamente presupuestado y financiado, la aprobación específica de la disponibilidad de recursos necesaria para cada adquisición o contratación, la aprobación del expediente de contratación, la designación del Comité Especial que conducirá un proceso de selección y, la elaboración y aprobación de las Bases Administrativas para cada proceso;


Fase de selección, dentro de la cual se desarrollan las siete (07) etapas de los procedimientos de selección reguladas en el artículo 97° del Reglamento: convocatoria, registro de participantes, presentación de consultas y absolución de éstas, formulación y absolución de observaciones e integración de las Bases, presentación de propuestas, evaluación de propuestas, otorgamiento de la buena pro; y,


Fase de ejecución contractual, comprendida desde la suscripción del contrato o desde el cumplimiento de la formalidad de perfeccionamiento del mismo, hasta la liquidación o conformidad por los bienes y servicios entregados o prestados (dependiendo del tipo de contrato); e involucra la ejecución misma del contrato, la supervisión de la ejecución, la declaración de conformidad de los bienes, servicios u obras, entre otros.





� 	Así, por ejemplo, para la celebración de un contrato derivado de una exoneración, el contratista deberá entregar las garantías previstas en el artículo 41º de la Ley, presentar su constancia de no estar inhabilitado para contratar con el Estado, entre otros requisitos establecidos en la Ley.





� 	Por ejemplo, las normas relativas a la prórroga de los contratos sólo son de aplicación a los supuestos establecidos en el numeral 5) del artículo 205º del Reglamento. Por el contrario, la posibilidad que la Entidad ordene la ejecución de adicionales, se puede dar en cualquier contrato que celebre el Estado.


� 	Cabe precisar que la Segunda Disposición Transitoria de la Ley N.º 28427, Ley de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2005, precisa que los Pliegos Presupuestarios, previa evaluación, pueden prorrogar, directa y sucesivamente, los contratos de locación de servicios y/o servicios no personales suscritos con personas naturales, que se hayan encontrado vigentes al 31 de diciembre de 2003 y que hayan sido objeto de prórroga o reemplazo durante el Año Fiscal 2004, en el marco de la Cuarta Disposición Complementaria y Transitoria de la Ley N.º 28128, entendiéndose por prórroga a la ampliación del plazo del contrato antes de su vencimiento. Asimismo, en virtud del citado dispositivo, podrían celebrarse nuevos contratos de locación de servicios y/o servicios no personales, siempre y cuando sea para el reemplazo de aquel que venía prestando servicios y cuya relación contractual haya culminado. En estos casos, la Entidad válidamente, podría celebrar una única prórroga por todo el ejercicio presupuestal 2005.











� 	Los acuerdos de voluntades en que sea partícipe la Administración pueden distinguirse dependiendo de la finalidad perseguida por las partes con la celebración del acuerdo. En determinados casos la Administración puede perseguir finalidades lucrativas con la celebración de un acuerdo por parte de dos Entidades del Estado, o en todo caso este puede estar exento de dicha finalidad, no obstante que por la celebración de los mismos deba erogarse fondos públicos para cubrir los costos administrativos de la prestación.  


En el primer caso, esto es, cuando las Entidades persigan la celebración de acuerdos de carácter oneroso, para la prestación de bienes, servicios u obras, deberán realizar previamente las etapas previas de programación y el proceso de selección correspondiente, y contratar con el postor seleccionado. Dichos acuerdos se sujetan a las disposiciones de las normas sobre contrataciones y adquisiciones del Estado. 


En el segundo caso, los acuerdos se encuentran fuera del ámbito de aplicación de la Ley y su Reglamento, por la misma naturaleza que reviste la celebración de un acuerdo sin fines de lucro.











